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1.1 Los autores de la comunicación son Z. E., nacida el 30 de mayo de 1984, y su 

hermano, A. E., nacido el 4 de junio de 1981, ambos de nacionalidad afgana. Alegan 

que, si fueran expulsados a Grecia, el Estado Parte estaría violando los derechos que 

les corresponden en virtud de los artículos 2, párrafos c) a f), 3 y 12 de la Convención. 

Los autores solicitan medidas provisionales para impedir su expulsión a Grecia de 

conformidad con el artículo 5, párrafo 1, del Protocolo Facultativo de la Convención 

y el artículo 63, párrafo 1, del Reglamento del Comité, aduciendo para ello el riesgo 

de sufrir más violencia sexual o de género, tortura o tratos inhumanos o degradantes. 

El Protocolo Facultativo entró en vigor para Suiza el 29 de diciembre de 2008. Los 

autores están representados por las abogadas Stephanie Motz y Lea Hungerbühler.  

1.2 El 25 de mayo de 2021, el Comité, actuando en virtud del artículo 5, párrafo 1, 

del Protocolo Facultativo, por conducto de su Grupo de Trabajo sobre las 

Comunicaciones presentadas en virtud del Protocolo Facultativo, solicitó al Estado 

Parte que se abstuviera de expulsar a Z. E.1 a Grecia, en espera de que se examinara su 

comunicación, y que considerara la posibilidad de suspender la expulsión de A. E., en 

su calidad de persona de apoyo de Z. E. El 27 de mayo de 2021, el Estado Parte informó 

al Comité de que la Secretaría de Estado de Migración había solicitado a la autoridad 

competente que no tomara ninguna medida para trasladar a los autores a Grecia. 

 

  Los hechos expuestos por los autores 
 

  Contexto fáctico 
 

2.1 Z. E. nació en la República Islámica del Irán y pertenece a la etnia hazara. 

Sus padres se vieron obligados a huir del Afganistán a la República Islámica del Irán 

después de que su madre sufriera violencia a manos de sus hermanos y fuera 

amenazada con más violencia. Desde los 5 años, Z. E. fue violada regularmente por 

un primo en la República Islámica del Irán. A los 17 años de edad la obligaron a 

casarse y, más tarde, dio a luz a dos hijos (en 2007 y 2011). Su marido la maltrataba 

sexual y físicamente, razón por la cual tuvo que ser hospitalizada. En junio de 2018 

huyó de la República Islámica del Irán junto con su hermano, A. E. Llegaron a Lesbos 

(Grecia) en septiembre de 2018 y fueron entrevistados por las autoridades migratorias 

griegas en diciembre de 2018. 

2.2 En Lesbos, Z. E. fue violada de nuevo por un hombre llamado K. Su hermano 

no pudo protegerla. Dado que K. era una persona con poder en el campamento de 

refugiados, cuando Z. E. intentó denunciar el delito el intérprete se negó a traducir 

sus declaraciones por miedo a meterse en problemas. Z. E. acudió al médico en varias 

ocasiones a fin de recibir asistencia para tratar ideas suicidas y traumas 2. 

2.3 El 22 de enero de 2019 y el 9 de mayo de 2019 se concedió protección 

internacional a A. E. y Z. E., respectivamente. Se sellaron sus permisos de solicitantes 

de asilo, gracias a lo cual pudieron abandonar la isla. En una fecha no especificada 

del otoño de 2019, los autores se instalaron en Atenas (campamento de Eleonas), pero 

no estaban a salvo allí porque el marido de Z. E. los había estado siguiendo con la 

intención de matarlos por haber huido de él. A pesar de que se denunció este hecho a 

la policía, no se tomó ninguna medida. Z. E. descubrió posteriormente que su marido 

la estaba buscando en el campamento de Eleonas. Debido a los malos tratos que había 

sufrido en el pasado, Z. E. estaba aterrorizada por las amenazas de muerte y temía por 

su vida, debido especialmente a la falta de protección policial. En la primavera de 

2020 los autores abandonaron el campamento y se escondieron en un apartamento. 

__________________ 

 1 Los informes médicos indican que a Z. E. se le diagnosticó un trastorno de estrés postraumático 

grave y episodios depresivos graves con síntomas parcialmente psicosomáticos.  

 2 Los autores aportan informes médicos de psiquiatras griegos y suizos y un certificado de salud 

mental de Médicos Sin Fronteras. 
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Pagaron el alquiler de un mes, pero después no pudieron permitírselo más y se 

quedaron sin hogar. 

2.4 Los autores recibieron sus documentos de refugiados en el otoño de 2020. 

Debido a su nuevo estatuto, se dejó de proporcionarles alojamiento, ayuda económica 

o apoyo de otro tipo. Se vieron obligados a valerse por sí mismos en las calles, sin 

protección alguna contra las agresiones sexuales o físicas. Ya no pudieron obtener 

ningún tratamiento médico ni de salud mental, dado que esos servicios solo estaban 

disponibles para los solicitantes de asilo y no para las personas reconocidas como 

refugiadas. Estaban aterrorizados por el marido de Z. E., que los había seguido y 

contra el cual no recibían ninguna protección por parte de la policía.  

2.5 Como consecuencia de lo anterior, Z. E. y A. E., de quien Z. E. depende 

emocionalmente, se vieron obligados a huir para satisfacer sus necesidades básicas y 

obtener protección frente a la violencia sexual de género. Llegaron a Suiza el 

1 de noviembre de 2020 y solicitaron asilo ese mismo día. Una búsqueda en el sistema 

Eurodac realizada el 3 de noviembre de 2020 reveló que se les había concedido 

protección internacional en Grecia. Las autoridades suizas enviaron una solicitud de 

readmisión a las autoridades griegas, que fue aceptada el 12 de noviembre de 2020.  

2.6 El 20 de enero de 2021, la Secretaría de Estado de Migración ordenó la expulsión 

de los autores sobre la base del acuerdo de readmisión con Grecia, afirmando que ese 

país estaba obligado internacionalmente a admitirlos y que las organizaciones no 

gubernamentales con presencia en Grecia podían prestarles asistencia. Los autores 

señalan que la Secretaría de Estado de Migración no tuvo en cuenta que, a pesar de la 

presencia de esas organizaciones en Grecia, Z. E. había sufrido abusos sexuales y 

había sido perseguida por su marido y que, por lo tanto, correría un gran peligro si 

regresaba a ese país. 

2.7 El 25 de marzo de 2021, los autores presentaron un recurso ante el Tribunal 

Administrativo Federal argumentando que su expulsión pondría a Z. E. en peligro de 

sufrir nuevos abusos sexuales y tortura debido a la falta de apoyo social, médico y 

jurídico de que dispondrían, a la falta de protección policial y a su situación de 

vulnerabilidad, que incluiría el hecho de no tener hogar. En una sentencia de 7  de abril 

de 2021, el Tribunal decidió acumular los procedimientos de los autores y desestimó 

el recurso fundamentándose en que Grecia era un tercer país seguro y que los autores 

podrían recibir allí el tratamiento médico necesario, pues consideró que la presunción 

de seguridad no había sido refutada. En consecuencia, se decidió que la fecha oficial 

de salida sería el 9 de abril de 2021.  

2.8 Los autores acudieron a una cita con las autoridades de migración el 7 de mayo 

de 2021, en la que se les comunicó que el retorno forzoso estaba previsto para el 

7 de junio de 2021 y la detención previa a la expulsión para el 27 de mayo de 2021.  

2.9 Los autores señalan que no existe ningún recurso interno disponible para recurrir 

la sentencia. Por lo tanto, no tienen a su disposición ningún recurso “que brinde por 

resultado un remedio efectivo” ante un daño irreparable inminente.  

 

  La denuncia 
 

3.1 Los autores alegan que su expulsión a Grecia violaría los derechos que les 

corresponden en virtud de los artículos 2, párrafos c) a f), 3 y 12 de la Convención. 

Suiza no llevó a cabo una evaluación individualizada y sensible al género de la 

solicitud de asilo de Z. E., en contravención de lo dispuesto en los artículos 2, 

párrafos e) y f), y 3 de la Convención, ya que fue entrevistada en presencia de un 

intérprete de sexo masculino. Tampoco se le dio la oportunidad de proporcionar un 

relato detallado y dejar la debida constancia de las amenazas y la violencia de género 
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que había sufrido en Grecia, razón por la cual Suiza no tuvo en cuenta los riesgos 

relacionados específicamente con el género a los que se enfrentaba.  

3.2 Si Z. E., quien depende en gran medida del apoyo de A. E., fuera expulsada a 

Grecia, se enfrentaría a un riesgo real, grave y personal de violencia sexual y no 

tendría acceso a tratamiento médico, en contravención de los artículos 2, párrafos c) 

a f), 3 y 12 de la Convención, ya que la expulsión de refugiados especialmente 

vulnerables a Grecia, con sus desoladoras condiciones de vida, incumple la 

prohibición de no devolución. Z. E. se desestabilizaría aún más si se la separara de su 

hermano, que es su única persona de confianza. 

3.3 Los autores alegan que las autoridades hicieron caso omiso de la discriminación 

y la violencia de género persistentes y extremas sufridas por Z. E. en Grecia. También 

denuncian la falta total de protección y asistencia psicológica para la recuperación 

por parte de ese Estado, respaldada por numerosas pruebas de trato inhumano a 

personas reconocidas como refugiadas en Grecia. La violencia sexual es generalizada 

y sistemática en el campamento de refugiados de Moria y en Atenas, la presencia 

policial es insuficiente y la policía no toma las medidas adecuadas para proteger a las 

refugiadas frente a actos de violencia. Tampoco se presta asistencia a las 

supervivientes de violencia sexual. Los centros de acogida para víctimas de violencia 

de género tienen espacio limitado. Los agentes de policía no son sensibles a la 

violencia sexual y no intervienen. Los incidentes —si se denuncian— a menudo ni 

siquiera se registran ni dan lugar a procedimientos penales. El Grupo de Trabajo sobre 

la discriminación contra las mujeres y las niñas ha expresado su preocupación por el 

riesgo constante de violencia sexual, que hace que las refugiadas no se atrevan a ir al 

baño por la noche y prefieran orinar en botellas o llevar pañales. En sus observaciones 

finales sobre el séptimo informe periódico de Grecia (CAT/C/GRC/CO/7), el Comité 

contra la Tortura expresó su preocupación por el aumento de la violencia sexual contra 

las refugiadas y la falta de protección que se les brinda.  

 

  Observaciones del Estado Parte sobre la admisibilidad y el fondo  
 

4.1 El 27 de enero de 2022, el Estado Parte ofreció un relato detallado de las 

circunstancias de Z. E. en la República Islámica del Irán y de los procedimientos 

judiciales posteriores. 

4.2 El Estado Parte sostiene que A. E. no tiene derecho a presentar una 

comunicación individual al Comité en virtud del Protocolo Facultativo. Solo Z. E. 

tiene legitimación activa y la condición de víctima para invocar una posible violación 

de la Convención. Además, las denuncias de violación de la Convención se refieren 

exclusivamente a Z. E., ya que A. E. afirma simplemente que fue testigo del presunto 

maltrato sufrido por su hermana y de las repercusiones de ese maltrato y que es un 

importante apoyo para ella. El Estado Parte invita al Comité a que declare inadmisible 

la comunicación en relación con A. E. por carecer este de la condición de víctima.  

4.3 Según el Estado Parte, el “agotamiento de los recursos internos” significa que, 

en principio, debe existir una sentencia firme contra la cual ya no se pueda interponer 

un recurso ordinario ante el Tribunal Administrativo Federal. La discriminación por 

razón de sexo que se alega ante el Comité debe haberse invocado expresamente en la 

etapa del procedimiento interno3. Las autoridades deben tener la oportunidad de 

examinar el fondo de los argumentos relativos a una posible violación de la Convención 

y de adoptar una decisión al respecto. Estas cuestiones deben plantearse en una fase 

temprana del procedimiento interno. Z. E. no presentó expresamente ante el Tribunal 

Administrativo Federal las alegaciones que posteriormente presentó ante el Comité.  

__________________ 

 3 Véase Kayhan c. Turquía (CEDAW/C/34/D/8/2005) y M. E. N. c. Dinamarca 

(CEDAW/C/55/D/35/2011). 

https://docs.un.org/es/CAT/C/GRC/CO/7
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/55/D/35/2011
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4.4 El Estado Parte señala que los autores alegan esencialmente una violación del 

artículo 3 del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las 

Libertades Fundamentales (Convenio Europeo de Derechos Humanos) basándose en 

que Grecia no estaba cumpliendo sus obligaciones para con las personas a las que se 

había concedido protección internacional y que Z. E. corría el riesgo de verse 

expuesta a tratos inhumanos y degradantes. Z. E. argumentó que su estado de salud 

no había mejorado y que, al no existir garantías individuales de que recibiría un 

tratamiento médico adecuado e ininterrumpido, su expulsión a Grecia violaría el 

artículo 3 del citado Convenio. Z. E. declaró también que, como víctima de violación, 

era una persona vulnerable con graves problemas de salud. Argumentó que su 

expulsión la pondría en una situación de dificultad material extrema y mencionó los 

problemas a los que se enfrentan generalmente las mujeres refugiadas en Grecia.  

4.5 El Estado Parte señala que Z. E. nunca planteó en su recurso que la audiencia y 

la evaluación individual del riesgo no hubieran sido adecuadas desde el punto de vista 

del género. Z. E. alegó que no se había tenido suficientemente en cuenta su estado de 

salud y argumentó que el mero hecho de que Grecia hubiera sido designada tercer 

país seguro no era suficiente para devolverla allí. De conformidad con los aspectos 

procesales del artículo 3 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, las 

autoridades estarían obligadas a examinar la situación actual y general en Grecia. 

Por otra parte, Z. E. criticó la evaluación del riesgo en términos generales.  

4.6 El Estado Parte recuerda que el Comité no puede sustituir a las autoridades 

nacionales en la evaluación de los hechos y las pruebas, a menos que pueda 

establecerse que la evaluación es sesgada o se basa en estereotipos de género 

perjudiciales que constituyen discriminación contra la mujer, es manifiestamente 

arbitraria o equivale a una denegación de justicia4. El Comité ha recibido varias 

comunicaciones en las que la autora alegaba que iba a ser expulsada a un Estado en 

el que correría el riesgo de sufrir graves formas de discriminación. La mayoría de 

esas comunicaciones fueron declaradas inadmisibles por el Comité porque las 

denuncias de la autora no estaban suficientemente fundadas.  

4.7 El Estado Parte señala que la entrevista de Z. E. que tuvo lugar el 6 de noviembre 

de 2020 cumplió con los requisitos del artículo 5 del Reglamento (UE) núm. 604/2013 

del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, por el que se 

establecen los criterios y mecanismos de determinación del Estado miembro 

responsable del examen de una solicitud de protección internacional presentada en 

uno de los Estados miembros por un nacional de un tercer país o un apátrida 

(Reglamento Dublín III). Como consta en el expediente, durante la entrevista Z. E. 

tuvo la oportunidad de relatar detalladamente su experiencia en Grecia. En cuanto al 

estado de salud de Z. E., el Estado Parte señala que el 4 de febrero de 2021 la 

Secretaría de Estado de Migración ordenó que se elaborara un informe psiquiátrico. 

En su comunicación, Z. E. no explica qué le hubiera gustado añadir a lo que dijo en 

su entrevista. 

4.8 El Estado Parte aclara que Z. E. fue entrevistada por una mujer y en presencia 

de su representante legal y un intérprete. Durante la entrevista, la representante legal 

de Z. E. solicitó que se le hiciera un examen médico y se le brindara tratamiento 

psicológico o psiquiátrico, pero no planteó ninguna objeción al establecimiento de los 

hechos del caso. Al final de la entrevista, la representante legal confirmó que no tenía 

más preguntas, por lo que cabe suponer que la presunta violencia sexual o de género 

había quedado suficientemente aclarada. Z. E. confirmó que comprendía las 

__________________ 

 4 F. H. A. c. Dinamarca (CEDAW/C/75/D/108/2016), párr. 6.8, y M. S. c. Filipinas 

(CEDAW/C/58/D/30/2011), párr. 6.4. 

https://docs.un.org/es/CEDAW/C/75/D/108/2016
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/58/D/30/2011
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declaraciones que figuraban en el acta de la entrevista y que las había expresado 

libremente. 

4.9 Los fundamentos invocados por las autoridades en sus decisiones muestran que 

tuvieron en cuenta los argumentos presentados por Z. E. en las distintas etapas del 

procedimiento, así como la situación general, incluida la atención sanitaria disponible 

en Grecia. Las autoridades examinaron el caso de conformidad con las obligaciones 

que les incumben en virtud de la Convención. El Estado Parte recuerda que, según el 

Comité, siempre que respeten las garantías procesales previstas en el derecho 

internacional, los Estados soberanos son en principio libres de definir la naturaleza y 

la estructura de sus sistemas de determinación de la condición de refugiado y de 

establecer sus procedimientos. 

4.10 El Estado Parte considera que, a efectos de la admisibilidad, los autores no 

han fundamentado de manera suficiente de qué forma el procedimiento de asilo 

habría dado lugar a una discriminación por razón de género. No hay motivo para 

concluir que las autoridades competentes en materia de asilo no llevaron a cabo un 

examen suficientemente minucioso de la solicitud de asilo de Z. E. o que el examen 

de su solicitud, al haber sido presentada por una mujer, podía adolecer de vicios 

de procedimiento. 

4.11 El Estado Parte afirma que, en virtud del artículo 31a, párrafo 1 a), de la Ley 

de Asilo, la Secretaría de Estado de Migración no examina ninguna solicitud de asilo 

si la solicitante puede regresar a un tercer país seguro, en el sentido del artículo 6 a, 

párrafo 2 b), en el que haya residido anteriormente. En virtud del artículo 6 a, 

párrafo 2 b), de la Ley de Asilo, el Consejo Federal designa a los terceros países 

seguros, es decir, los países en los cuales considera que se respeta efectivamente el 

principio de no devolución en el sentido del artículo 5, párrafo 1. Grecia ha sido 

designada tercer país seguro. La presunción legal de que los terceros Estados seguros  

respetan las obligaciones que les incumben en virtud del derecho internacional no es 

irrefutable. Como señaló el Tribunal Administrativo Federal en su sentencia de 

7 de abril de 2021, la carga de refutar esa presunción recae en los interesados.  

4.12 De conformidad con el artículo 83, párrafo 5, de la Ley Federal de Extranjería 

e Integración, de 16 de diciembre de 2005, el Consejo Federal designa los Estados de 

origen o procedencia, o las regiones de esos Estados, a los cuales es razonable 

expulsar a una persona. Si el ciudadano extranjero devuelto o expulsado procede de 

uno de esos Estados o de un Estado miembro de la Unión Europea o de la Asociación 

Europea de Libre Comercio, la ejecución de la devolución o la expulsión es, en 

principio, obligatoria. 

4.13 En su sentencia de 7 de abril de 2021, el Tribunal Administrativo Federal indicó 

que Grecia es signataria del Convenio Europeo de Derechos Humanos, de la 

Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 

Degradantes, de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, de 28 de julio 

de 1951, y del Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados, de 31 de enero de 1967. 

El Tribunal parte de la base de que Grecia cumple las obligaciones que le incumben 

en virtud de esos instrumentos y reconoce que, si bien las condiciones de vida en 

Grecia son difíciles, no pueden calificarse de trato inhumano o degradante en virtud 

del artículo 3 del Convenio Europeo de Derechos Humanos y no constituyen una 

situación de emergencia existencial. El Tribunal subrayó que las personas con estatuto 

de protección internacional reciben el mismo trato que los nacionales griegos en 

cuanto a la asistencia y el acceso a los tribunales y las escuelas públicas. Reciben el 

mismo trato que los otros extranjeros con respecto al empleo y el alojamiento. 

Las personas beneficiarias de protección pueden acogerse a las garantías 

contempladas en la Directiva 2011/95/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 

la Unión Europea, de 13 de diciembre de 2011, por la que se establecen normas 
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relativas a los requisitos para el reconocimiento de nacionales de terceros países o 

apátridas como beneficiarios de protección internacional, a un estatuto uniforme para 

los refugiados o para las personas con derecho a protección subsidiaria y al contenid o 

de la protección concedida (Directiva sobre los Requisitos), en lo que respecta al 

acceso al empleo (art. 26), la educación (art. 27), la protección social (art. 29), la 

asistencia sanitaria (art. 30) y la vivienda (art. 32).  

4.14 El Estado Parte afirma que Grecia ha aplicado la Directiva sobre los Requisitos 

y que no hay indicios de que, a largo plazo, vaya a denegar a Z. E. las condiciones de 

vida mínimas garantizadas por esa Directiva y exponerla a una situación de 

emergencia existencial. 

4.15 En cuanto a las condiciones de vida en Grecia, de las declaraciones de los 

autores y de la decisión de la Secretaría de Estado de Migración se desprende 

claramente que los autores recibieron ayuda de Grecia. El Tribunal constató que, 

aunque habían vivido durante más de un año en Atenas, no se habían informado 

suficientemente sobre las oportunidades de asistencia que ofrecían las autoridades y 

las organizaciones privadas. El hecho de que hubieran podido alquilar una habitación 

demuestra que los refugiados pueden encontrar alojamiento. El Tribunal señaló que, 

tras su llegada a Grecia, podrían haber intentado inscribirse en un programa de apoyo.  

4.16 El Estado Parte señala también que los autores tienen una hermana en los 

Estados Unidos de América que presta apoyo económico a Z. E. En este sentido, cabe 

cuestionar la afirmación de Z. E. de que carecía de hogar antes de salir de Grecia. 

En todo caso, cabe esperar que la hermana que vive en los Estados Unidos apoye a 

sus hermanos en el futuro si es necesario. La mera posibilidad de que Z. E. pueda 

encontrarse, en un momento indeterminado en el futuro y por razones imprevisibles, 

en una situación de vida tan difícil que equivalga a una emergencia existencial y a un 

trato permanente contrario a los derechos humanos no alcanza el umbral requerido 

para admitir la existencia de un riesgo real en virtud del artículo 3 del Convenio 

Europeo de Derechos Humanos. 

4.17 El Estado Parte subraya que, desde que salió de la República Islámica del Irán, 

Z. E. siempre ha permanecido con su hermano. Las autoridades griegas respetaron la 

relación de dependencia entre los dos hermanos. Ambos fueron alojados juntos en los 

campamentos de Moria y Eleonas. Z. E. nunca estuvo sola en Grecia. De la decisión 

de la Secretaría de Estado de Migración se desprende que, en la medida de lo posible, 

Z. E. debe ser devuelta a Grecia con A. E. En consecuencia, no puede aceptarse que 

Z. E. tenga la vulnerabilidad específica de las mujeres que viajan solas.  

4.18 Por otra parte, de la decisión de la Secretaría de Estado de Migración se 

desprende que las difíciles condiciones generales de vida en Grecia y la falta de 

vivienda afectan a toda la población del país. Hay que reconocer que, por motivos 

económicos, a las personas con estatuto de protección puede resultarles difícil 

encontrar alojamiento. Debido a la elevada tasa de desempleo, esas personas suelen 

depender de las limitadas prestaciones de asistencia estatales. En cuanto al acceso a 

las prestaciones del Estado, podría haber discriminación entre las personas con 

estatuto de protección y los nacionales griegos, porque las primeras no son remitidas 

a las autoridades competentes. Aunque el acceso de las personas con estatuto de 

protección a los servicios sociales de Grecia puede ser difícil, en este caso no se 

cumplen los estrictos requisitos de un riesgo concreto de trato inhumano o degradante 

o la confirmación de una situación de emergencia existencial.  

4.19 El Estado Parte señala que Z. E. obtuvo el estatuto de refugiada en Grecia el 

9 de mayo de 2019, y no el 5 de noviembre de 2018 como se alega. A. E. declaró 

durante su entrevista individual, el 6 de noviembre de 2020, que podría haber 
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participado en el Programa Helénico de Apoyo a la Integración de los Beneficiarios 

de Protección Internacional. 

4.20 El Tribunal Federal Administrativo concluyó, en su sentencia de 7 de abril 

de 2021, que los problemas médicos de Z. E. no entraban en el ámbito de “otros casos 

muy excepcionales” mencionados por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en 

la causa Paposhvili c. Bélgica5 que podían plantear un problema a la luz del artículo 3 

del Convenio Europeo de Derechos Humanos. Z. E. no es una persona gravemente 

enferma que, en caso de ser devuelta a Grecia, correría un riesgo real de verse 

expuesta a un deterioro grave, rápido e irreversible de su salud que le acarrearía 

intensos sufrimientos o una reducción significativa de su esperanza de vida, ya que la 

atención médica que necesita está garantizada en Grecia.  

4.21 Contrariamente a lo que alega Z. E., el Tribunal Federal Administrativo 

concluyó que la Secretaría de Estado de Migración había acreditado suficientemente 

los hechos médicos pertinentes en relación con los autores. El Tribunal consideró que 

en Grecia existía una infraestructura médica adecuada para las personas con estatuto 

de protección internacional. Según el Tribunal, el trastorno de estrés postraumático 

puede tratarse en Grecia. Z. E. recibió apoyo psiquiátrico y psicológico en Grecia 

mediante sesiones individuales periódicas con un médico especialista. De la carta 

de Médicos sin Fronteras de 2 de junio de 2020 se desprende que, desde febrero 

de 2020 y hasta la fecha de la carta, Z. E. se había beneficiado de sesiones 

individuales con un psiquiatra y de sesiones individuales de asesoramiento con un 

psicólogo. Esa carta demuestra que la afirmación de Z.  E. de que solo había recibido 

sesiones individuales al principio de su estancia en el campamento de Eleonas no 

es correcta. Según sus propias declaraciones, Z. E. interrumpió voluntariamente el 

tratamiento cuando abandonó el campamento de Eleonas. La presencia de los 

autores en el campamento de Eleonas fue tolerada incluso después de que se les 

hubiera concedido el estatuto de protección internacional. Los informes 

psiquiátricos de 2018 y 2019 muestran que, durante la estancia de Z. E. en Lesbos, 

sus problemas de salud fueron tratados con medicación. 

4.22 Teniendo en cuenta que Grecia cumplía lo establecido en la Directiva sobre los 

Requisitos, que se informaría a las autoridades griegas de las necesidades médicas de 

Z. E. antes de su traslado, que una vez en Grecia Z. E. podría acudir de nuevo a 

Médicos sin Fronteras, que los informes de que disponía la Secretaría de Estado de 

Migración no indicaban la necesidad de un tratamiento psiquiátrico hospitalario 

adicional, y que Z. E. podría recibir apoyo de su familia, la Secretaría de Estado de 

Migración consideró que no era necesario obtener garantías individuales de las 

autoridades griegas en relación con el tratamiento médico de Z. E. Tras un análisis 

detallado de la situación, el Tribunal Administrativo Federal también consideró que 

tales garantías no eran necesarias. 

4.23 En cuanto al informe psiquiátrico de 17 de mayo de 2021, el Estado Parte señala 

que, desde el 23 de diciembre de 2020, Z. E. recibe terapia centrada en el trauma de una 

médica especialista. Uno de los aspectos de esta terapia consiste en enseñarle 

“habilidades” que deberían permitirle gestionar mejor las situaciones estresantes. 

El Estado Parte subraya que la capacidad de Z. E. para viajar se examinará de manera 

definitiva poco antes de su traslado a Grecia. La Secretaría de Estado de Migración 

tendrá en cuenta el estado de salud actual de Z. E. cuando organice su traslado e informará 

a las autoridades griegas, antes del traslado, de cualquier tratamiento médico que necesite. 

También podrían realizarse otros exámenes médicos en el marco de la organización 

del traslado. Por último, Z. E. debería ser devuelta a Grecia con su hermano.  

__________________ 

 5 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Paposhvili v. Belgium, demanda núm. 41738/10, 

sentencia de 13 de diciembre de 2016, párr. 183. 
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4.24 En cuanto a la sensación de inseguridad en Grecia y el temor de Z. E. a su 

marido y a la familia de este, el Estado Parte subraya que Grecia es un estado de 

derecho, con una fuerza policial y un sistema judicial que funcionan. En caso 

necesario, Z. E. y A. E. podrían recurrir a esas autoridades.  

4.25 En cuanto a la alegación de que el marido de Z. E. la había seguido a Grecia, 

el Tribunal Administrativo Federal señaló que las declaraciones de Z. E. y A. E. al 

respecto eran contradictorias y cuestionables. Los autores habían hablado con la 

policía en el pasado. Habían denunciado el supuesto incidente con el marido de Z. E. 

a la policía, que hizo lo que pudo. Z. E. no abandonó Grecia inmediatamente después 

de obtener su documento de refugiada, lo cual es un indicio de que no existía ninguna 

amenaza en Grecia. En Atenas hay varias organizaciones especializadas en la 

asistencia a víctimas de violencia sexual que ofrecen una amplia gama de servicios.  

4.26 Dado que los autores fueron trasladados al campamento de Eleonas en Atenas 

en febrero de 2020, la situación en Lesbos ya no era pertinente en el momento de su 

salida de Grecia. Durante su estancia en el campamento de Moria, Z. E. recibió ayuda 

de la organización Women in Solidarity House.  

4.27 El Estado Parte considera que los autores no han fundamentado 

suficientemente que su regreso a Grecia expondría a Z. E. a un riesgo real, personal 

y previsible de sufrir formas graves de violencia sexual. Tampoco han demostrado 

que la evaluación de las autoridades fuera sesgada o se basara en estereotipos de 

género perjudiciales que discriminaran a las mujeres, fuera manifiestamente 

arbitraria o equivaliera a una denegación de justicia. El Estado Parte invita al 

Comité a que declare que la comunicación es inadmisible en virtud del artículo 4, 

párrafo 2 c), del Protocolo Facultativo. 

4.28 En cuanto al fondo, el Estado Parte señala que las autoridades examinaron el 

caso de Z. E. en cumplimiento de sus obligaciones en virtud de la Convención. En la 

comunicación, los autores no aportaron ninguna información que demostrara que no 

se llevó a cabo una evaluación sensible al género del presunto riesgo en Grecia. 

El Estado Parte afirma que no existe un riesgo real, personal y previsible de que Z. E. 

sea sometida a formas graves de discriminación, violencia sexual o de género o tratos 

inhumanos si es devuelta a Grecia. 

 

  Comentarios de los autores a las observaciones del Estado Parte 

sobre la admisibilidad y el fondo 
 

5.1 El 17 de marzo de 2023, los autores declararon que el 1 de julio de 2022 habían 

presentado una solicitud de reconsideración ante la Secretaría de Estado de Migración, 

después de que el Tribunal Federal Administrativo modificara su evaluación de la 

situación en Grecia en una importante sentencia de fecha 28 de marzo de 2022.  

5.2 La Secretaría de Estado de Migración examinó sumariamente la solicitud de 

reconsideración, la consideró carente de fundamento y solicitó el pago de una tasa 

anticipada antes de admitirla a trámite. Los autores no pudieron pagar esa tasa por 

falta de medios económicos, lo que dio lugar a una decisión de inadmisibilidad. 

El recurso contra dicha decisión fue aceptado por el Tribunal Federal 

Administrativo, razón por la cual la Secretaría de Estado de Migración se vio 

obligada a dictar una resolución sobre el fondo el 16 de enero de 2023. Dado que la 

Secretaría de Estado de Migración desestimó la solicitud de reconsideración 

basándose en los mismos argumentos, se presentó de nuevo un recurso contra esa 

decisión, el cual, al momento de presentarse los comentarios ante el Comité, estaba 

pendiente de resolución por el Tribunal.  

5.3 Los autores sostienen que las comunicaciones pueden ser presentadas no solo 

por mujeres o en su nombre, sino también por personas de otros géneros o en su 
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nombre6. Esta interpretación fue adoptada por el Comité en el caso M. W. c. 

Dinamarca (CEDAW/C/63/D/46/2012), en el cual reconoció la condición de víctima 

a O. W., hijo de M. W., y sentó las bases para una interpretación más inclusiva de la 

condición de víctima ante el Comité. El Comité afirmó incluso que la calidad de 

víctima de O. W. no estaba condicionada a que hubiera presentado la comunicación 

junto con su madre, sino que O.W. habría tenido la condición de víctima si hubiera 

presentado una solicitud por su cuenta7. Esta interpretación de la condición de víctima 

tiene sentido también a la luz del hecho de que no solo las personas que se identifican 

con el género femenino pueden sufrir violencia sexual y de género o verse afectadas 

por ese tipo de violencia. 

5.4 A. E. ayudó a Z. E. a huir de su violento marido e intentó protegerla de una 

violación. Se ha visto afectado por la violencia sexual y de género, ya que fue testigo 

de todo lo que le ocurrió a Z. E. y no pudo evitarlo, lo cual fue traumatizante para él, 

especialmente porque Z. E. es su hermana y mantiene con ella una relación muy 

estrecha. En consecuencia, A. E. se ha visto muy afectado por la violencia sexual y 

de género. No hay motivos para rechazar la inclusión del hermano de una autora como 

denunciante ante el Comité cuando otros familiares varones cercanos, como maridos 

o hijos, sí son aceptados en esa calidad, como se ha mostrado anteriormente.  

5.5 El bienestar de las mujeres en esos casos depende de la estrecha relación que 

mantienen con una determinada persona de sexo masculino y de la presencia de esta, 

lo que crea una dependencia extraordinaria que justifica la inclusión de un hombre 

como denunciante ante el Comité. En el presente caso, Z. E. depende en gran medida 

de A. E., en particular en lo que respecta a su salud mental. No debe ser separada de 

su única persona de confianza, hecho que también confirma el Estado Parte en sus 

observaciones: el Estado Parte subraya que ambos autores deberían retornar a Grecia 

juntos, que las autoridades griegas reconocieron la relación de dependencia y que el 

Tribunal Federal Administrativo reconoció la dependencia de Z. E. respecto de A. E. 

y dictó una sola decisión para los dos. Por último, debe partirse de la base de que, si 

los procedimientos relativos a Z. E. y A. E. no se hubieran acumulado, A. E. ya habría 

sido expulsado por el Estado Parte y Z. E. se habría quedado sola sin su única persona 

de confianza, lo cual, como aceptó el Estado Parte, dejaría a Z. E. en una situación 

aún más desamparada y estresante y no sería aceptable.  

5.6 Los autores señalan que la Convención no obliga a presentar alegaciones por 

violencia sexual y de género en el marco de un procedimiento interno específico. 

Por el contrario, lo importante es que Z. E. haya planteado sus alegaciones sobre el 

fondo en el ámbito interno para dar a las autoridades o los tribunales internos la 

oportunidad de pronunciarse al respecto. La violencia sexual y de género se mencionó 

expresamente en los informes médicos que se remitieron a la Secretaría de Estado de 

Migración ya en diciembre de 2020, así como durante la entrevista de Z. E. en el 

marco del Reglamento Dublín III y en el recurso ante el Tribunal Administrativo 

Federal. Estos informes, las declaraciones realizadas en la entrevista y los argumentos 

presentados en marco del recurso ante el Tribunal constituían pruebas suficientes que 

indicaban que se había producido un caso pertinente de violencia sexual y de género, 

por lo que el Estado Parte debería haber determinado que Z. E. tenía necesidades 

específicas de protección y haber investigado este aspecto más en profundidad.  

5.7 Durante la entrevista en el marco del Reglamento Dublín III, de la cual solo 

consta en el expediente una declaración resumida, Z.  E. mencionó incidentes de 

violencia sexual y de género, pero no se le preguntó específicamente por ellos, a pesar 

__________________ 

 6 El artículo 2 del Protocolo Facultativo de la Convención otorga legitimación activa a las “personas” 

o los “grupos de personas”. 

 7 Jessica Tueller, “Not hers alone: victim standing before the CEDAW Committee after M.W. 

v. Denmark”, The Yale Law Journal, vol. 131 (2021). 

https://docs.un.org/es/CEDAW/C/63/D/46/2012
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de que debería haberse hecho, al tratarse de una mujer joven que había huido de 

Grecia. Además de afirmar que había sido violada en un campamento en Grecia, Z.  E. 

indicó que se había sentido en peligro durante toda su estancia en el país. Dado que 

Z. E. se había declarado superviviente de violencia sexual y de género ya en esa 

primera oportunidad, la Secretaría de Estado de Migración había incumplido su 

obligación de investigar por iniciativa propia, de preguntar expresamente a los autores 

sobre la violencia sexual y de género y de realizar una entrevista sensible al género 

con un equipo exclusivamente femenino.  

5.8 Z. E. necesitaba un equipo integrado exclusivamente por mujeres —incluida una 

intérprete— para poder tener la confianza necesaria para relatar sus traumatizantes 

experiencias de violencia sexual y de género.  

5.9 En su recurso de 25 de marzo de 2021, los autores alegaron que no se había 

realizado una evaluación individualizada del riesgo. El Tribunal Administrativo 

Federal reconoció esa alegación en su decisión final, donde afirmó que los autores 

sostenían que la Secretaría de Estado de Migración se había basado simplemente en 

la suposición de que Grecia era segura. Los autores sí que cuestionaron la falta de una 

evaluación individualizada del riesgo en el curso del procedimiento interno, de modo 

que las observaciones del Estado Parte son inexactas. Además, es obligación del 

Estado Parte realizar una evaluación individualizada del riesgo en todos los casos.  

5.10 En todas las decisiones emitidas por la Secretaría de Estado de Migración o el 

Tribunal Administrativo Federal, el Estado Parte hace referencia a los compromisos 

jurídicos teóricos asumidos por Grecia en virtud de diversas convenciones 

internacionales, pero no aporta ninguna prueba más allá de mencionar los derechos 

que los autores deberían tener en teoría, pero que no tienen en la práctica. En todas 

las decisiones se ignoraron los informes elaborados por organizaciones respetadas 

sobre el país. La enumeración de las disposiciones de derecho internacional 

pertinentes, sin evaluar su aplicación en la práctica, no cumple los requisitos de la 

evaluación individual y sensible al género que es necesaria en virtud de los 

artículos 2, párrafos e) y f), y 3 de la Convención. Si son devueltos a Grecia, los 

autores se enfrentarían a un riesgo real de carecer de hogar, alimentos, asistencia 

social y apoyo médico y psicológico, así como de protección frente a la posibilidad 

de violencia sexual y de género. 

5.11 Los autores afirman que, desde la primavera de 2020, la situación en materia de 

vivienda de los beneficiarios de protección en Grecia ha empeorado aún más. 

En marzo de 2020 entró en vigor una modificación de la Ley núm. 4636/2019, según 

la cual las personas reconocidas como refugiadas solo recibirán alojamiento del 

Estado durante 30 días a partir de la fecha del reconocimiento, en lugar de seis meses, 

lo que tiene un considerable impacto negativo en los refugiados en Grecia. Además, 

el Programa de Apoyo de Emergencia para la Integración y el Alojamiento 

(ESTIA II), un programa que proporcionaba alojamiento a personas vulnerables, se 

suprimió por completo a finales de 2022, y el Gobierno de Grecia da prioridad a los 

refugiados ucranianos en lo que respecta a la vivienda, lo que hace casi imposible que 

otros refugiados encuentren alojamiento alguno.  

5.12 En Grecia, Z. E., que es una superviviente de graves actos de violencia sexual 

y de género, apenas tendría posibilidad de acceder a los servicios de rehabilitación 

que necesita urgentemente y de los que dispone actualmente en el Estado Parte. 

Si bien es cierto que Z. E. tuvo la oportunidad de acudir a varias sesiones de apoyo a 

su salud mental en Grecia impartidas por una organización no gubernamental, no 

puede considerarse en absoluto que haya recibido una auténtica terapia, que es lo que 

está claramente indicado en su caso y que necesita desesperadamente. Las sesiones 

en Grecia fueron más bien una intervención de crisis, que dista mucho de constituir 

la rehabilitación requerida, y sigue sin estar claro si incluso esta intervención de crisis 
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seguiría estando disponible a su regreso a Grecia. Si bien no se discute que en Grecia 

se ofrecen determinados servicios médicos y de salud mental, la cuestión pertinente 

es si los autores tendrían acceso a ellos a su regreso a Grecia.  

5.13 Z. E. alega que, en la solicitud de readmisión de la Secretaría de Estado de 

Migración de fecha 10 de noviembre de 2020, ni siquiera se mencionó el tratamiento 

que necesitaba urgentemente: no se hizo ninguna referencia a sus problemas de salud, 

a pesar de que había sufrido violencia sexual y de género y graves problemas de salud 

mental. Por lo tanto, en el proceso de readmisión la Secretaría de Estado de Migración 

no informó a las autoridades griegas sobre hechos relevantes para la deportación a 

Grecia. En la entrevista de salida, la oficina de migración amenazó a Z.  E. con 

medidas coercitivas como la detención y la deportación forzosa en un vuelo especial, 

con acompañamiento policial, lo que pone de manifiesto que no se tomaron en 

consideración sus problemas de salud, dado que esa modalidad de traslado no se 

adapta a las necesidades de las personas especialmente vulnerables. 

5.14 El Tribunal Federal Administrativo, en una sentencia de fecha 28 de marzo 

de 2022, decidió que la devolución a Grecia de personas vulnerables reconocidas 

como refugiadas no era razonable y no podía seguir ejecutándose 8. Según esa nueva 

jurisprudencia, los autores debían ser considerados personas especialmente 

vulnerables y la ejecución de su expulsión ya no se consideraría razonable. Como 

reconoció el Tribunal, la situación sobre el terreno difiere significativamente de  las 

obligaciones jurídicas teóricas y requiere una evaluación individual del caso, que el 

Estado Parte no llevó a cabo. En Grecia se hace caso omiso de los compromisos 

internacionales en materia de derechos humanos y, en lo que respecta al control 

judicial, no se aplican las decisiones pertinentes, ni siquiera las del Tribunal Europeo 

de Derechos Humanos. Las autoridades griegas restringen la labor de las 

organizaciones benéficas (sobrecargadas de trabajo, con una financiación 

sustancialmente insuficiente y de difícil acceso). Además, esas organizaciones no 

pueden sustituir las funciones que debe asumir el Estado en relación con la protección 

de las supervivientes de violencia sexual y de género.  

5.15 Según los autores, una simple referencia a la supuesta posibilidad de que los 

autores pidan ayuda a la policía o a otras organizaciones, en particular en los casos 

de amenaza de violencia sexual y de género, no es suficiente para hacer frente a los 

riesgos específicos que correrían al regresar a Grecia, ya que esas organizaciones no 

prestarían ninguna ayuda. El argumento del Estado Parte puede refutarse dado que 

Z. E. intentó obtener ayuda de la policía después de haber visto a su violento marido, 

pero no recibió ni asistencia ni se la derivó a ningún servicio de apoyo. 

Es ampliamente conocido que las mujeres jóvenes y solas, que corren un riesgo real 

de explotación y abuso sexual, carecen de protección jurídica o física de la policía en 

la región del Ática. 

5.16 Además, no es realista pensar que la hermana de los autores podría cuidar a 

distancia, desde los Estados Unidos, a su hermana traumatizada y con ideas suicidas 

y protegerla de sufrir violencia sexual y de género en Grecia, habida cuenta de sus 

limitados recursos económicos. 

 

  Comentarios adicionales de las partes 
 

6.1 El 15 de mayo de 2023, el Estado Parte señaló que los autores habían presentado 

un nuevo informe médico, de fecha 15 de febrero de 2023, en el que se daba fe de 

que Z. E. padecía trastorno de estrés postraumático, que estaba en tratamiento desde 

diciembre de 2020 y que su expulsión constituiría un peligro, dados sus 

__________________ 

 8 Tribunal Administrativo Federal, causas núms. E-3427/2021 y E-3431/2021, sentencia de 

28 de marzo de 2022. 
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antecedentes de tendencias suicidas, impulsividad e irritabilidad. El Estado Parte 

considera que este informe no contiene elementos nuevos que puedan modificar sus 

argumentos y conclusiones.  

6.2 En cuanto a la evolución de la jurisprudencia del Tribunal Federal 

Administrativo, el Estado Parte explica que se aplican condiciones más estrictas a la 

expulsión a Grecia para determinados grupos vulnerables, como las familias con 

niños, los menores no acompañados y las personas que padecen enfermedades graves. 

Para todas las demás personas, incluidas las mujeres embarazadas y las personas que 

sufren trastorno de estrés postraumático y episodios depresivos, sigue siendo válida 

la presunción de que una expulsión a Grecia es, en principio, razonable. La Secretaría 

de Estado de Migración tuvo en cuenta la evolución de la jurisprudencia del Tribunal 

en su decisión. El recurso de Z. E. contra esa decisión sigue pendiente y, por lo tanto, 

no se han agotado los recursos internos a este respecto.  

6.3 El 31 de mayo de 2023, los autores comunicaron que no tenía más comentarios.  

 

  Deliberaciones del Comité 
 

  Examen de la admisibilidad 
 

7.1 De conformidad con el artículo 64 de su Reglamento, el Comité decidirá si la 

comunicación es admisible en virtud del Protocolo Facultativo. Con arreglo a lo 

dispuesto en el artículo 72, párrafo 4, de su Reglamento, lo hará antes de examinar el 

fondo de la comunicación. 

7.2 El Comité toma nota del argumento del Estado Parte según el cual A.  E. carece 

de la condición de víctima. El Comité recuerda que el artículo 2 del Protocolo 

Facultativo establece que las comunicaciones podrán ser presentadas por “personas” 

o en nombre de “personas”, sin circunscribir la condición de víctima a las mujeres. 

El artículo 2 también establece que las comunicaciones pueden ser presentadas por 

personas o en nombre de personas que estén bajo la jurisdicción de un Estado Parte y 

que aleguen ser víctimas de una violación por ese Estado de cualquiera de los 

derechos enunciados en la Convención. El Comité observa que los autores afirman 

tener una estrecha relación y que A. E. ha sido una persona de apoyo importante para 

Z. E. Sin embargo, el Comité considera que los autores no han proporcionado 

información suficiente que indique que A. E. sufriría violaciones de los derechos 

enunciados en los artículos 2, párrafos c) a f), 3 y 12 de la Convención si fuera 

expulsado a Grecia, ya que las denuncias se refieren exclusivamente a Z. E. El Comité 

considera que la referencia general de los autores a que A. E. fue testigo del presunto 

maltrato y de las repercusiones de la violencia sexual y de género sobre Z.  E. es 

insuficiente para establecer su condición de víctima con arreglo al Protocolo 

Facultativo. A la luz de lo anterior, el Comité considera que, conforme a lo dispuesto 

en los artículos 2 y 4, párrafo 2) c), del Protocolo Facultativo, no puede examinar la 

comunicación en relación con A. E.  

7.3 De conformidad con el artículo 4, párrafo 1, del Protocolo Facultativo, el Comité 

no examinará una comunicación a menos que se haya cerciorado de que se han 

agotado todos los recursos internos, salvo que la tramitación de esos recursos se 

prolongue injustificadamente o no sea probable que tenga como resultado una 

reparación efectiva. El Comité observa que el Estado Parte cuestiona la 

admisibilidad de la comunicación por este motivo, dado que Z.  E. no planteó ante 

el Tribunal Administrativo Federal, o al menos no expresamente, las alegaciones 

que presentó ante el Comité, y la discriminación por razón de sexo alegada ante el 

Comité debe invocarse expresamente en la fase del procedimiento interno.  
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7.4 El Comité recuerda su jurisprudencia según la cual los autores deben haber 

planteado en el ámbito interno el fondo de la cuestión que desean someter al Comité 9, 

de manera que las autoridades o tribunales internos tengan la oportunidad de 

pronunciarse sobre la cuestión10. El Comité observa que, en su entrevista realizada el 

6 de noviembre de 2020 en el marco del Reglamento Dublín III, Z. E. ya mencionó 

incidentes de violencia sexual y de género, a saber, que había sido golpeada en dos 

ocasiones y asfixiada en el campamento de Eleonas y que había sido violada en el 

campamento de Moria. Z. E. también mencionó estos incidentes en su recurso ante el 

Tribunal Administrativo Federal el 25 de marzo de 2021, dando así a las autoridades la 

oportunidad de examinar esas alegaciones. El Comité observa que, en su recurso ante 

el Tribunal de 25 de marzo de 2021, Z. E. sostuvo que no se había realizado una 

evaluación individualizada del riesgo. A la luz de lo anterior, el Comité considera que 

Z. E. ha agotado los recursos internos porque en su entrevista en el marco del 

Reglamento Dublín III y en su recurso ante el Tribunal Administrativo Federal alegó 

específicamente que había sido objeto de violación y golpizas en Grecia y, por lo tanto, 

el Tribunal podría haberse pronunciado sobre el fondo de la alegación presentada ante 

el Comité. En consecuencia, el Comité considera que lo dispuesto en el artículo 4, 

párrafo 1, del Protocolo Facultativo no es óbice para que examine la comunicación. 

7.5 El Comité observa que Z. E. alega que su expulsión a Grecia en el marco del 

Reglamento Dublín III equivaldría a una violación de los derechos que le 

corresponden en virtud de los artículos 2, párrafos c) a f), 3 y 12 de la Convención. 

También observa que el Estado Parte argumenta que Z. E. no ha demostrado que la 

evaluación de la Secretaría de Estado de Migración y del Tribunal Administrativo 

Federal fuera arbitraria o constituyera un error manifiesto o una denegación de 

justicia, y no ha señalado ninguna irregularidad en el proceso de adopción de las 

decisiones ni ningún factor de riesgo que las autoridades no hayan tenido debidamente 

en cuenta. 

7.6 En el presente caso, el Comité observa que Z. E. alega que el Estado Parte no ha 

llevado a cabo una evaluación individualizada y sensible al género de sus solicitudes 

de asilo y reconsideración. El Comité observa también que Z. E. alega que, si fuera 

expulsada a Grecia, se enfrentaría a un riesgo real, grave y personal de violencia de 

género y carecería del tratamiento médico que necesita en calidad de superviviente 

de violencia sexual y de género, debido a su experiencia en Grecia, donde fue violada 

y golpeada. 

7.7 Habida cuenta de la información proporcionada, el Comité considera que las 

alegaciones de Z. E. están suficientemente fundamentadas a efectos de la 

admisibilidad. En consecuencia, procede a examinar el fondo de la comunicación.  

 

  Examen de la cuestión en cuanto al fondo  
 

8.1 El Comité ha examinado la presente comunicación teniendo en cuenta toda la 

información que le han proporcionado los autores y el Estado Parte, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 7, párrafo 1, del Protocolo Facultativo.  

8.2 El Comité observa que Z. E. afirma, sin que esta afirmación haya sido refutada, 

que es superviviente de actos de violencia de género que se le infligieron desde 

temprana edad en la República Islámica del Irán, motivo por el cual se le reconoció la 

condición de refugiada en Grecia. El Comité observa también que Z. E. afirma haber 

sido objeto de violencia de género en Lesbos (Grecia), donde fue violada pese a estar 

__________________ 

 9 Kayhan c. Turquía, párr. 7.7; M. A. c. Suiza (CEDAW/C/80/D/145/2019), párr. 6.7; y S. T. H. 

c. Suiza (CEDAW/C/87/D/165/2021), párr. 7.5. 

 10 N. S. F. c. Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte  (CEDAW/C/38/D/10/2005), 

párr. 7.3; M. A. c. Suiza, párr. 6.7; y S. T. H. c. Suiza, párr. 7.5. 

https://docs.un.org/es/CEDAW/C/80/D/145/2019
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/87/D/165/2021
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/38/D/10/2005
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acompañada por su hermano. El Comité observa que la violencia sostenida condujo al 

deterioro de su salud mental, que se tradujo en ideas suicidas. El Comité  observa que 

la vulnerabilidad del estado de salud mental de Z. E. ha quedado corroborada en 

informes médicos emitidos por psiquiatras en Grecia y en el Estado Parte.  

8.3 El Comité reitera que, según su jurisprudencia, la Convención tiene efecto 

extraterritorial solo cuando la mujer que vaya a ser devuelta corra un riesgo real, 

personal y previsible de ser objeto de formas graves de violencia de género 11. 

8.4 El Comité recuerda que, con arreglo al artículo 2 d) de la Convención, los 

Estados Partes se comprometen a abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de 

discriminación contra la mujer y a velar por que las autoridades e instituciones 

públicas actúen de conformidad con esta obligación. El Comité recuerda también que, 

en virtud del derecho internacional de los derechos humanos, el principio de no 

devolución impone a los Estados la obligación de abstenerse de devolver a una 

persona a una jurisdicción en la que podría sufrir violaciones graves de sus derechos 

humanos, en particular la privación arbitraria de la vida o la tortura u otros tratos o 

penas crueles, inhumanos o degradantes12. El Comité considera además que la 

violencia de género, que menoscaba o anula el goce por las mujeres de los derechos 

humanos y las libertades fundamentales que les corresponden en virtud del derecho 

internacional general o de los diversos tratados de derechos humanos, constituye 

discriminación, como la define el artículo 1 de la Convención, y que esos derechos 

comprenden el derecho a la vida y el derecho a no ser sometido a tortura 13. El Comité 

ha seguido desarrollando su interpretación de la violencia contra la mujer como forma 

de discriminación por razón de género en su recomendación general núm. 35 (2017), 

relativa a la violencia por razón de género contra la mujer, por la que se actualiza la 

recomendación general núm. 19, en la que reafirma la obligación de los Estados Partes 

de eliminar la discriminación contra la mujer, incluida la violencia de género contra 

la mujer, y recuerda que esa obligación se compone de dos aspectos de la 

responsabilidad del Estado por dicha violencia: la resultante de los actos u omisiones 

del Estado Parte o de sus agentes, por un lado, y la de los agentes no estatales, por el 

otro14. Por consiguiente, un Estado Parte violará la Convención si devuelve a una 

persona a otro Estado en el que es previsible que se le infligirán actos graves de 

violencia de género. También se producirá una violación de esta clase cuando no 

quepa esperar que las autoridades del Estado al que la persona vaya a ser devuelta le 

ofrecerán protección contra la violencia de género señalada. Lo que constituye una 

forma grave de violencia de género dependerá de las circunstancias de cada caso, y 

el Comité deberá determinarlo caso por caso en la etapa de examen del fondo de la 

cuestión, siempre que la autora haya presentado indicios racionales que sustenten 

suficientemente sus alegaciones15. 

8.5 El Comité observa que el Estado Parte afirma que sus autoridades de inmigración 

examinaron minuciosamente todas las alegaciones de Z. E. El Comité observa que 

esas alegaciones se desestimaron porque las autoridades consideraron que Grecia era 

un tercer país seguro y que Z. E. podría tener acceso en ese país al tratamiento médico 

y los servicios que necesita. 

8.6 A este respecto, el Comité recuerda que generalmente corresponde a las 

autoridades de los Estados Partes en la Convención evaluar los hechos y las pruebas 

__________________ 

 11 M. N. N. c. Dinamarca (CEDAW/C/55/D/33/2011), párr. 8.10, y R. S. A. A. y otros 

c. Dinamarca (CEDAW/C/73/D/86/2015), párr. 7.7. 

 12 Recomendación general núm. 32 (2014), relativa a las dimensiones de género del estatuto 

de refugiada, el asilo, la nacionalidad y la apatridia de las mujeres, párr. 21.  

 13 Recomendación general núm. 19 (1992), relativa a la violencia contra la mujer, párr. 7. 

 14 Recomendación general núm. 35, párr. 21. 

 15 A. c. Dinamarca (CEDAW/C/62/D/53/2013), párr. 8.6, y R. S. A. A. y otros c. Dinamarca, párr. 7.8. 

https://docs.un.org/es/CEDAW/C/55/D/33/2011
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/73/D/86/2015
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/62/D/53/2013
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y la aplicación del derecho interno en un caso concreto16, a menos que pueda 

establecerse que la evaluación fue sesgada o se basó en estereotipos de género que 

constituyen discriminación contra la mujer, o que fue claramente arbitraria o 

equivalió a una denegación de justicia. La cuestión que debe determinar el Comité es 

si hubo alguna irregularidad o arbitrariedad en el proceso de adopción de decisiones 

sobre la solicitud de asilo de Z. E. en la medida en que las autoridades del Estado 

Parte no evaluaron debidamente el riesgo de que sufriera violencia de género grave 

en caso de ser devuelta a Grecia en virtud del Reglamento Dublín III. El Comité 

observa que Z. E. declaró que, si bien fue entrevistada por una mujer, el intérprete era 

un hombre. El Comité reitera que, al llevar a cabo su evaluación, los Estados Par tes 

deben otorgar suficiente importancia al riesgo real y personal que podría correr una 

persona en caso de ser deportada. 

8.7 En el presente caso, el Comité considera que correspondía al Estado Parte llevar 

a cabo una evaluación individualizada, que tuviera en cuenta el trauma y basada en el 

género del riesgo real, personal y previsible a que haría frente Z. E. por su condición 

de mujer víctima de violencia de género con ideas suicidas.  

8.8 El Comité considera que el Estado Parte parece no haber concedido la debida 

importancia a la situación de vulnerabilidad de Z. E. por su condición de refugiada y 

víctima de violencia de género con ideas suicidas. Por ello, el Comité considera que 

el presente caso exigía una evaluación más minuciosa del riesgo17. 

9. En consecuencia, actuando de conformidad con el artículo 7, párrafo 3, del 

Protocolo Facultativo de la Convención, el Comité concluye que la expulsión de Z.  E. 

supondría una vulneración de los artículos 2 c) a f), 3 y 12 de la Convención.  

10. El Comité formula las siguientes recomendaciones al Estado Parte:  

 a) En relación con Z. E.: 

 i) Reabrir su solicitud de asilo, teniendo en cuenta el dictamen del Comité;  

 ii) Abstenerse de expulsarla a Grecia mientras esté pendiente la reevaluación 

de su caso; 

 b) En general: 

  Adoptar todas las medidas necesarias para que las personas refugiadas que 

son víctimas de violencia de género no sean devueltas al país de su primera 

entrada en virtud del Reglamento Dublín III sin que se realice una evaluación 

individualizada, que tenga en cuenta el trauma y sensible al género del riesgo 

real de daños irreparables. 

11. De conformidad con el artículo 7, párrafo 4, del Protocolo Facultativo, el Estado 

Parte dará la debida consideración a las opiniones del Comité, así como a sus 

recomendaciones, y enviará al Comité en un plazo de seis meses una respuesta por 

escrito, especialmente información sobre toda medida que se haya adoptado en 

respuesta a las opiniones y recomendaciones del Comité. Se solicita también al Estado 

Parte que publique el dictamen y las recomendaciones del Comité y les dé amplia 

difusión a fin de que lleguen a todos los sectores pertinentes de la sociedad.  

 

__________________ 

 16 R. P. B. c. Filipinas (CEDAW/C/57/D/34/2011), párr. 7.5, y R. S. A. A. y otros c. Dinamarca, párr. 8.4. 

 17 Tribunal Europeo de Derechos Humanos, M.S.S. v. Belgium and Greece, demanda núm. 30696/09, 

sentencia de 21 de enero de 2011, párr. 254, y N.H. et al. v. France, demandas núms. 28820/13, 

75547/13 y 13114/15, sentencia de 2 de julio de 2020, párr. 100.  

https://docs.un.org/es/CEDAW/C/57/D/34/2011
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Anexo 
 

  Opinión conjunta (disidente) de Hiroko Akizuki, 
Corinne Dettmeijer-Vermeulen y Jelena Pia-Comella, 
miembros del Comité 
 

 

1. Estamos de acuerdo con el Comité en que, conforme a lo dispuesto en los 

artículos 2 y 4, párrafo 2 c), del Protocolo Facultativo, no puede examinar la 

comunicación en relación con A. E.  

2. También estamos de acuerdo con el Comité en que lo dispuesto en el artículo 4, 

párrafo 1, del Protocolo Facultativo no es óbice para que examine la comunicación 

en relación con Z. E. 

3. Sin embargo, en nuestra opinión la comunicación es inadmisible en relación con 

Z. E. en virtud del artículo 4, párrafo 2 c), del Protocolo Facultativo.  

4. Reiteramos que, según la jurisprudencia del Comité, la Convención tiene efecto 

extraterritorial solo cuando la mujer que vaya a ser devuelta corra un riesgo real, 

personal y previsible de ser objeto de formas graves de violencia de género 1. 

5. Estamos de acuerdo con las observaciones del Comité que figuran en el párrafo 8.6.  

6. También estamos de acuerdo con el Comité en que correspondía al Estado Parte 

llevar a cabo una evaluación individualizada y basada en el género del riesgo real, 

personal y previsible a que haría frente Z. E. por su condición de mujer víctima de 

violencia de género. Sin embargo, en nuestra opinión el Estado Parte ha ejercido la 

diligencia debida y ha llevado a cabo la evaluación individualizada y basada en el 

género requerida. 

7. Recordamos que generalmente corresponde a las autoridades de los Estados 

Partes en la Convención evaluar los hechos y las pruebas en un caso concreto 2, a 

menos que pueda establecerse que la evaluación fue sesgada o se basó en estereotipos 

de género que constituyen discriminación contra la mujer, o que fue claramente 

arbitraria o equivalió a una denegación de justicia.  

8. Observamos que la Convención debe ser interpretada de conformidad con los 

principios generales del derecho internacional. En tal interpretación, ha de tenerse 

debidamente en cuenta el contexto en el que se aplica la Convención, que, según el 

artículo 31, párrafo 3 c), de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, 

incluye “toda norma pertinente de derecho internacional aplicable en las relaciones 

entre las partes”, incluido el Reglamento Dublín III. Sin embargo, consideramos que 

no es competencia del Comité evaluar si las autoridades nacionales aplicaron o 

interpretaron correctamente el Reglamento Dublín III; por el contrario, corresponde 

al Comité velar por que esa aplicación o interpretación se ajuste a las obligaciones 

que incumben al Estado Parte en virtud de la Convención sobre la Eliminación de 

Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer3. Observamos que el Reglamento 

Dublín III establece que un Estado no puede trasladar a un solicitante a otro Estado 

responsable si ello lo expone a “un peligro de trato inhumano o degradante” dadas las 

“deficiencias sistemáticas en el procedimiento de asilo y en las condiciones de 

acogida de los solicitantes” en ese Estado. Consideramos que los Estados deben 

interpretar esta disposición en consonancia con la obligación que les incumbe en 

__________________ 

 1 M. N. N. c. Dinamarca (CEDAW/C/55/D/33/2011), párr. 8.10, y F. H. A. c. Dinamarca 

(CEDAW/C/75/D/108/2016), párr. 6.5. 
 2 R. P. B. c. Filipinas (CEDAW/C/57/D/34/2011), párr. 7.5, y K. I. A. c. Dinamarca 

(CEDAW/C/74/D/82/2015), párr. 9.6. 

 3 Por analogía, J. M. c. Chile (CRC/C/90/D/121/2020), párr. 7.4. 

https://docs.un.org/es/CEDAW/C/55/D/33/2011
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/75/D/108/2016
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/57/D/34/2011
https://docs.un.org/es/CEDAW/C/74/D/82/2015
https://docs.un.org/es/CRC/C/90/D/121/2020
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virtud de la Convención de abstenerse de devolver a una persona cuando exista un 

riesgo real, personal e inminente de que corra el riesgo de sufrir violencia de género.  

9. Observamos sin embargo que el Estado Parte argumenta que Z. E. fue 

entrevistada por personal femenino, con interpretación, que se le ofrecieron amplias 

oportunidades de profundizar en sus declaraciones y que se ordenó un informe 

psiquiátrico. Observamos además que, si bien Z. E. mencionó el episodio de violencia 

sexual en Grecia, su solicitud de asilo se centró en su estado de salud. A este respecto, 

las autoridades migratorias evaluaron las alegaciones de Z. E. pero señalaron, entre 

otras cuestiones, que los informes psiquiátricos de 2018 y 2019 mostraban que sus 

problemas de salud habían sido tratados médicamente durante su estancia en Lesbos 

y que su estado de salud no alcanzaba el umbral para activar las obligaciones del 

Estado Parte en materia de no devolución. En cuanto al riesgo de ser objeto de graves 

violaciones de los derechos humanos, incluida violencia sexual y de género, que es el 

objeto de la presente comunicación, observamos que este riesgo también fue evaluado 

por las autoridades nacionales, que concluyeron que las autoridades griegas podrían 

proteger a Z. E. frente a este tipo de violencia. En cuanto al riesgo que suponía su 

exmarido, que fue mencionado ante el Comité de forma muy genérica, observamos 

que también fue evaluado por el Tribunal Federal Administrativo, que consideró que 

las declaraciones de los autores eran contradictorias. El Tribunal observó además que 

Z. E. no había abandonado Grecia inmediatamente después de haber obtenido su 

estatuto de refugiada, lo que se consideró un indicio de que no existía ninguna 

amenaza contra ella en ese país. Observamos también que el Estado Parte argumenta 

que, desde que abandonó la República Islámica del Irán, Z. E. siempre permaneció 

con su hermano y que las autoridades griegas respetaron la relación de dependencia 

entre la hermana y su hermano, razón por la cual fueron alojados juntos en los 

campamentos de Moria y Eleonas y Z. E. nunca estuvo sola en Grecia, de modo que 

no se la podía considerar una mujer que viajara sola.  

10. Observamos que, en su sentencia de 7 de abril de 2021, el Tribunal 

Administrativo Federal declara lo siguiente: “El 4 de febrero de 2021, la Secretaría 

de Estado de Migración encargó un informe psiquiátrico. En el informe psiquiátrico 

presentado posteriormente, el 13 de febrero de 2021, se certificó que la demandante 

(Z. E.) padecía trastorno de estrés postraumático y trastorno disociativo. A este 

informe siguieron otros informes médicos de 26 de febrero de 2021 y 2 de marzo 

de 2021. En el informe de alta emitido por el Hospital Psiquiátrico de Münsterlingen 

el 26 de febrero de 2021 se afirmaba, entre otras cosas, que ya no había indicios de 

que la demandante tuviera tendencias suicidas agudas o corriera el riesgo de hacer 

daño a otras personas”. 

11. Teniendo en cuenta estas circunstancias, no podemos concluir que la evaluación 

de las alegaciones de Z. E. fuera claramente arbitraria o que equivaliera a una 

denegación de justicia. Consideramos además que Z. E. no ha fundamentado 

suficientemente, a efectos de la admisibilidad, su alegación de que, por su condición 

de mujer superviviente de violencia sexual y de género, se enfrentaría a un riesgo 

real, personal y previsible de violencia sexual si fuera devuelta a Grecia. 

En consecuencia, concluimos que la comunicación es inadmisible en virtud del 

artículo 4, párrafo 2 c), del Protocolo Facultativo.  

 


